	Fecha
	 21 de diciembre de 1987
	 Sesión número
	103

	Motivo: Hábeas Corpus.

	Recurrente: Ivo Rojas Cerna

	Recurrido: Juez Civil de San Carlos.

	Objeto del recurso: El recurrente reclama orden de apremio decretada en su contra..

	Respuesta del recurrido: La autoridad respectiva informa que la orden de apremio del señor Rojas se halla firme y que no obstante esa circunstancia no sea expendido orden de captura, pues está en estudio una constancia del Juzgado de Instrucción del lugar en relación a la denuncia por estafa planteada contra la señora Rodríguez

	Parte dispositiva
	Se dispuso De acuerdo con lo expuesto se concluye que la orden de apremio decretada contra el recurrente resulta prematura, y por ellos se cancela, y se dispone la inmediata libertad del apremiado, si se hallare detenido. (artículo 10 de la Ley de Hábeas Corpus). Los Magistrados Blanco, Arroyo, Chacón, Arias y Guzmán se pronunciaron por declarar sin lugar el recurso, por estimar que la orden de apremio decretada contra el señor Rojas tiene fundamento en el artículo 568 del Código de Comercio, ya que no cumplió con la prevención que se le hizo de exhibir los bienes pignorados para practicar sobre ellos la inspección ocular el día y hora señalados para esos fines. 


Nº 103
SesióN oRDINARIA de Corte Plena celebrada a las trece horas treinta minutos del veintiuno de diciembre de mil novecientos ochenta y siete, con asistencia inicial de los Magistrados Blanco, Presidente; Arroyo, Cervantes, Chacón, Arias, Zamora, Fernández,  Arce, Ching, Houed y González. 
Artículo II
Entran los Magistrados Rodríguez, Carvajal, Guzmán y Gamboa.
En escrito fechado el nueve del presente mes de diciembre, el señor Ivo Rojas Cerna planteó un recurso de Hábeas Corpus en su favor, con apoyo en las siguientes consideraciones: 

Que el once de julio de mil novecientos ochenta y seis su socio, Mario Alfonso Ruíz Jiménez, compareció a otorgar una escritura por la cual adquirió Elizabeth Rodríguez Herrera una finca sin inscribir; que esa finca fue adquirida documentalmente por don Mario, pero en realidad fue él -el recurrente-, quien asumió el dominio y los compromisos de pago; que el precio real acordado para la compra-venta fue de doscientos cincuenta  mil colones, de los cuales cincuenta mil se pagaron en el acto de otorgamiento de la escritura y los restantes doscientos cincuenta mil colones quedaron garantizados por la prenda que personalmente té suscribió a favor de la vendedora;  que hizo los abonos correspondientes a esa deuda hasta cancelar la suma de ciento veinte mil colones; que pocos meses después fue desalojado de esa finca pues no se trataba de un inmueble sin inscribir sino de una finca inscrita a nombre de una sociedad, por lo que al percatarse de tal situación dejó de hacerle los abonos a la supuesta vendedora, pues de lo contrario habrían aumentado sus prejuicios. Agregó el señor Rojas Cerna que doña Elizabeth inició entonces proceso ejecutivo prendario en su contra pretendiendo cobrar la suma de doscientos mil colones, por lo que ante esa situación y al estar amenazada su libertad personal, aparte de los prejuicios económicos sufridos, planteó denuncia por estafa en la Agencia Fiscal de San Carlos contra la señora Rodríguez Herrera y Gerardo Vega Rodríguez; que dentro de esa acción solicitó que se ordenara la suspensión de los efectos del juicio ejecutivo prendario, petición que acepto y reitero el Ministerio Publico al señor Juez de Instrucción de esa localidad, que no ejecuto ese pedimento. Señalo además son Ivo que ante el Juzgado Civil fr San Carlos, que conoce del juicio ejecutivo prendario, manifestó y probó que había iniciado causa criminal para impugnar la obligación constante en el documento prendario, sin resultado alguno; que apeló de la denegatoria para que se suspendiera la orden de apremio que ya existía y el Tribunal Superaos Civil de Alajuela confirmó la resolución impugnada, no obstante encontrarse bajo instrucción criminal una causa por estafa contra la actora del juicio prendario. Por todas esas razones el señor Rojas Cerna considera que existe ilegal y real amenaza a su libertad, pues la actuación del Juzgado Superior Civil de Alajuela son violatorias, en su prejucio, de las normas que disponen sobre la interpretación restrictiva en cuanto a la privación personal se refiere, además de existir causa penal contra la señora Rodriguez Herrera por el delito de estafa.
El licenciado Jorge Alberto Leal Vega, Juez Civil de San Carlos comunicó que la orden de apremio del señor Rojas se halla firme y que no obstante esa circunstancia no sea expendido orden de captura, pues está en estudio una constancia del Juzgado de Instrucción del lugar en relación a la denuncia por estafa planteada contra la señora Rodríguez.
Se tiene a la vista el juicio ejecutivo prendario (expediente N° 422-87), del que se obtienen los siguientes datos de interés para la decisiones de este asunto:

1. Con base en el certificado de prenda N°162176 suscrito EN Ciudad Quesada el 11 de julio del año pasado, la señora Elizabeth Rodriguez herrera planteó demanda ejecutiva contra el señor Ivo Rojas Cerna, y el Juzgado por resolución de las nueve horas cuarenta minutos del veinticinco de junio del año en curso, dio tramite a la demanda, señalo las nueve horas del nueve de setiembre anterior para celebrar la subasta y previno al demandado presentar los bienes que dio en garantía a la hora y fecha señalada para su inspección, es decir a las catorce horas del primero de ese mes, sean “veinte toretes de aproximadamente un año de edad, de doscientos cincuenta kilos de peso, cruzados con brahmán, marcados con el fierro del deudor COR, semovienes que pastan en la finca sin inscribir propiedad del deudor, sito en la Fortuna de San Carlos y con los linderos que en ese documento se señalan. También se ordenó practicar inspección ocular y se previno al demandado presentar a la hora y fecha señalada para esa diligencia, los semovientes pignorados bajo apercibimiento de decretar su apremio corporal si no lo hiciere. Asimismo comisionó a la Alcaldía de Curridabat par que notificara esa resolución al demandado. 
2. A la hora señalada el señor Juez de hizo presente en Cerro Chato de la Fortuna de San Carlos, propiamente en la finca que indicó la actira como propiedad del demandado, diligencia que dio el siguiente resultado:  “Se pasó vista sobre la finca, donde no se observó ningún semoviente, dicha finca  no tiene corral y no había ningún ganado recogido, no estaba presente el demandado ni el cuidador de dicha finca, según nos informaron algunas personas que laboran en dicha finca, como peones y sin ninguna clase de identificación que ellos no sabían absolutamente nada de la diligencia  que se iba a realizar y que en esa finca no había ningún ganado”

3. Como el señor Rojas Cerna no cumplió con lo prevenido, la actora en escrito de tres de setiembre pidió que se decretara su apremio contra él y así lo dispuso el Juzgado a las siete horas del siete de dicho mes de setiembre

4. El veintisiete de agosto de este año el señor Rojas Cerna presento al Juzgado Civil de San Carlos un escrito fechado ese día, en el que planteo incidente de pago parcial y nulidad, pues de acuerdo con los abonos que hizo la actora el saldo de la prenda quedó reducido a ochenta mil colones; y porque la actora vendió una finca inscrita y ajena, como si fuera propia y sin titular, por lo que en esas condiciones, no existe causa susceptible de generar la obligación que se pretende cobrar. Pidió además el incidentista que se dejara sin efecto la inspección ocular señalada para las catorce horas del primero de setiembre siguiente, hasta la resolución definitiva del incidente, por la posibilidad de que esa diligencia le causara perjuicio grave e irreparable.

A las dieciséis horas del diez de setiembre el Juzgado declaro con lugar el incidente de pago parcial por la suma de ciento veinte mil colones y desestimo por improcedente, la suspensión del juicio.
5. El accionado apelo de esa resolución y el Tribunal Superior de Alajuela

la confirmo por encontrala “arreglada a derecho y a mérito de los autos”.

6. No conta en el expediente que esta fecha se haya notificado al

accionado la resolución inicial que dio curso a la demanda. Solo aparece que se le ha notificado la que resolvió el incidente.

También se ha tenido a la vista la causa por estafa que se sigue en el Juzgado de Instrucción de San Carlos contra Elizabeth Rodríguez Herrera y Gerardo Vega Rodríguez, la que dio inicio el propio veintisiete de agosto por denuncia del señor Rojas Cerna, asunto en el que por resolución de las siete horas del veinticuatro de noviembre último se dictó una prórroga extraordinaria de la instrucción.

Del examen del expediente no consta que al señor Rojas Cerna se le haya notificado aún la resolución que dio curso a la demanda, pero en la hipótesis de que se hubiera dado por notificado al presentar el incidente de pago parcial y de nulidad a que se hizo referencia, lo cierto es que tampoco la inspección ocular debió de haberse realizado, pues al primero de setiembre todavía no había transcurrido el termino de tres días que señalaba el artículo 301 del Código de Procesamientos Civiles, Término que corre a partir del día siguiente al de la presentación de aquél escrito, y que se cumplía el propio primero de setiembre.

De acuerdo con lo expuesto se concluye que la orden de apremio decretada contra el recurrente resulta prematura, y por ellos se cancela, y se dispone la inmediata libertad del apremiado, si se hallare detenido. (artículo 10 de la Ley de Hábeas Corpus). Así votaron los Magistrados Cervantes, Rodríguez, Zamora, Fernández, Arce, Ching, Carvajal, Houed, Gamboa y Gonzales.
Los Magistrados Blanco, Arroyo, Chacón, Arias y Guzmán se pronunciaron por declarar sin lugar el recurso, por estimar que la orden de apremio decretada contra el señor Rojas tiene fundamento en el artículo 568 del Código de Comercio, ya que no cumplió con la prevención que se le hizo de exhibir los bienes pignorados para practicar sobre ellos la inspección ocular el día y hora señalados para esos fines. 

